Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 9 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Trabajadores del Free Shop de Fray Bentos solicitan audiencia, a efectos de realizar un 
planteo sobre la situación laboral por la que atraviesan. 


Exempleados de los Bancos Caja Obrera, Comercial, de Crédito y de Montevideo 
desempleados debido a la crisis que llevó al cierre de las instituciones. Artículo aditivo presentado por 
los señores Senadores del Partido Nacional al Senado, en discusión particular del proyecto de ley por 
el que se incorporan 150 funcionarios del Banco Bandes Uruguay S.A. a la Banca Oficial (Carpeta N* 
1215/2013 - Distribuido N* 2107/2013) 


Solicitud del señor Senador Gustavo Penadés al Cuerpo, para la aprobación de un proyecto 
de resolución que solicite al Poder Ejecutivo la iniciativa de un proyecto de ley que otorgue una pensión 
graciable al señor Omar Varela”. 


-Si los señores Senadores están de acuerdo, procederíamos a considerar este último asunto 
en la próxima sesión. 


Tenemos el gusto de contar con la presencia de representantes del Consejo Directivo Central 
de la Administración Nacional de Educación Primaria: su Presidente, profesor Wilson Netto; los 
Consejeros profesor Javier Landoni, licenciado Daniel Corbo, maestra Teresita Capurro, profesor 
Néstor Pereira; la Gerente de Primaria, escribana Gabriela Silva; el Director del Impuesto a Primaria, 
Fernando Daniel, y el secretario Juan Echenique. 


El asunto que motivó la solicitud de vuestra comparecencia tiene que ver con una situación 
particular que se está dando con los funcionarios del Impuesto a Primaria -que vinieron a notificarnos a 
la Comisión- que se habían declarado en conflicto. No sabemos si esto se mantiene al día de hoy, pero 
decidimos reunirnos con ustedes para que nos informen al respecto. 


Sin más, entonces, les damos la palabra. 


SEÑOR NETTO.- Ante todo quiero decir que es un placer para nosotros acudir a esta instancia. Nos 
parece importante y relevante la presencia in totum de los integrantes del Consejo Directivo Central 
para conversar acerca de posibles futuras transformaciones de la Administración que creemos son 
absolutamente pertinentes e indispensables para poner el foco en los dispositivos técnicos, 
presupuestales y en las claras necesidades que tiene el sistema educativo público nacional en el 
presente y particularmente por la temática por la que nos han convocado, que es tan sensible, no 
solamente para quienes dirigimos el organismo, sino para la sociedad en su conjunto. 


En términos generales, más allá de las opiniones que cada uno de los Consejeros y 
referentes del Impuesto de Primaria quieran brindar, nos gustaría hacer referencia al hecho de que esta 
Administración -que asume con dos de sus integrantes, Presidente y Consejero, el 15 de octubre del 
año pasado- ha considerado importante hacer un análisis del funcionamiento de la estructura en todos 
sus órdenes, en el entendido de que la ANEP es un sistema compuesto por distintos programas: 
Programa 01, Consejo Directivo Central; Programa 02, Consejo de Educación Inicial y Primaria; 
Programa 03, Consejo de Educación Secundaria; Programa 04, Universidad del Trabajo del Uruguay; 
y, Programa 05, Consejo de Formación en la Educación. Asimismo, favoreciendo el máximo de 
especificidad y diversidad que ella conlleve, la Administración pretende lograr una organicidad que 


promueva los espacios de equidad, de distribución equitativa, al igual que lo queremos para el 
conocimiento en todos los niños y jóvenes a nivel nacional. 


Por tanto, hemos estado solicitando informes y observando la dinámica que tiene, 
particularmente, el Programa 01. Se trata de hacer análisis comparativos para ver qué dinámica o qué 
responsabilidades tienen a cargo estos servicios, que muchas veces son homólogos a los que se 
desarrollan en los Consejos. Me refiero a lo que tiene que ver con los funcionarios, con especificidades 
de orden técnico o con el orden salarial. 


En ese sentido, hemos leído en la versión taquigráfica que nos hicieron llegar que se vertieron 
diferentes expresiones, con distintas dimensiones. Es el caso de un conjunto de funcionarios bajo la 
órbita de la Administración, que tienen un perfil de carácter universitario, con responsabilidades 
importantes y con un vínculo laboral del orden de las 40 horas semanales, esto es, 8 horas diarias de 
lunes a viernes. Me refiero a los médicos certificadores, quienes dedican tres horas y cuarto a esa 
actividad. En Montevideo, con mil horas de asistencia de certificación fuera del horario de trabajo, en el 
primer semestre del año anterior, habían realizado una visita y en el segundo semestre del año 
anterior, generando una dinámica de información en este aspecto, llegaron a veinticuatro visitas. Esto 
generó también una distorsión y motivó ciertas reivindicaciones, que se han atendido, por lo que las 
cosas han vuelto a la normalidad. Concretamente, los médicos certificadores desarrollan tres horas y 
cuarto en los consultorios -a los que acceden funcionarios de la Administración- y dedican otras tres 
horas y cuarto, como es la regla, a realizar distintas actividades, como puede ser certificación o salas 
de médicos para tomar decisiones sobre determinadas situaciones de los funcionarios. En particular y 
a nivel de profesionales en general se procedió a que el acuerdo, la participación o el vínculo laboral, 
establecido se cumplieran en los términos que la normativa expresa. Por lo tanto, personas con otras 
funciones, que realizaban tres horas y cuarto en la institución, pasaron a hacer las seis horas y media 
según a un acuerdo genérico para todos los funcionarios no docentes que ostentan cargos de 40 horas 
de orden semanal. 


En términos generales son muchos los espacios que estamos trabajando, revisando y 
analizando con el claro objetivo de alcanzar una organización más eficiente para la globalidad de la 
Administración. Cuando llegamos a este espacio, más allá de las resoluciones -podemos hacer 
referencia a todas y cada una de ellas- nos tomamos un tiempo para analizar las distintas 
características de este sector, que involucra a un número de personas, responsabilidad en la tarea, 
funciones a desarrollar y, por supuesto, ingresos referidos a esas responsabilidades. En ese sentido, 
observamos que en el año 1996 surge una resolución en la cual se establecen una serie de partidas 
para un conjunto de funcionarios que trabajan en aquel momento con el objeto claro de la organización 
e implementación de un elemento tan sensible como es un impuesto, en este caso, el tradicionalmente 
denominado Impuesto de Primaria. 


Luego, en el año 1999 se da una organización respecto de cada una de las áreas que se 
implementaron y de las personas que en aquel momento ocupaban el espacio. Después se dieron una 
serie de situaciones que se repiten año a año sobre renovaciones de personas -bajas de algunas, altas 
de otras- todas de alguna manera radicadas por distintas administraciones en esa Gerencia de 
Recursos Propios que, mayoritaria y claramente, manejan este impuesto. 


El Consejo Directivo Central, luego de discutir, entendió que debía tomarse un tiempo para 
analizar, convocar personas y establecer criterios para, de esa manera, informarse y tomar alguna 
resolución, con conocimiento, y que resultara razonable para el buen funcionamiento de la 
Administración. Y en eso es que hoy nos encontramos; realmente generamos un espacio para que 
esta situación que encontramos se prolongara hasta el 31 de agosto, a los efectos de darnos un tiempo 
de estudio, que se enmarca dentro de un análisis genérico en la Administración y que tiene que ver con 
una sucesión de situaciones que se van dando a lo largo de los años. Así, el ingreso de un funcionario 
se va conformando por distintos componentes: el salario, el grado real por concurso, la asignación a un 
grado en ausencia de concurso, compensaciones que se denominan “por permanencia a la orden”, 
porque se requiere de ese funcionario una atención particular -independientemente del horario 
establecido semanalmente- por tareas extraordinarias o prioritarias. Además, en este espacio en 
particular, además de todos esos elementos, aparece esta partida denominada “zafra”. 


El hecho de que esté in totum el Consejo Directivo Central es debido a que tenemos una 
voluntad muy clara de avanzar en ese sentido. Hay Consejeros que tienen a su cargo Comisiones que 
están definiendo perfiles profesionales, funciones, requerimientos, y, por tanto, salarios vinculados a 
ellos para una nueva gestión de la Administración A su vez, se debe ver cómo se puede ordenar todas 
esas pléyades de distintas situaciones que se fueron dando en forma desordenada en el tiempo, 
procurando encontrar un modelo que permita gradualmente dar cierta racionalidad. 


En eso estamos. Hay que tener en cuenta que las condiciones de llegada de muchos 
funcionarios son vía designación de carácter directo y, además, a lo largo del tiempo, los refuerzos o 
compensaciones extrasalario se han ido definiendo a nivel de persona y no de la división o la unidad 
que tiene a cargo tal o cual responsabilidad. En este sentido, queremos hacer algunos comentarios 
porque estamos estudiando el problema. 


Observamos que en esta resolución del año 1996, que se potencia en 1999, aparecen 
elementos que hacen entender que las personas que trabajen en las áreas administrativas y técnicas 
del Impuesto de Primaria, independientemente de su Grado por concurso, acceden a un Grado 4, más 
un 20% de tareas extraordinarias, más un 40% de permanencia a la orden. Tenemos algunos 
comparativos de otras áreas de la Administración y voy a tomar como referencia el área técnica, que 
tiene que ver con la gestión financiera de cada uno de los programas dentro de la Administración y 
abarca a los Especialistas Contables | y ll. Ellos tienen una preferencia por la cual el salario del 
Especialista Contable | es el de Grado 3, más 40% de tareas extraordinarias y, el del Especialista 
Contable ll es el de Grado 3, más 50% de tareas extraordinarias. Esta referencia, que es genérica para 
la Administración, la estábamos tomando en función de la especificidad de la tarea. En este caso 
particular encontramos que, desde su implementación y con las características establecidas a partir de 
1996, quien pasa a trabajar en las áreas correspondientes al Impuesto a Primaria, independientemente 
de su función, tendría un Grado 4 más 20% de tareas extraordinarias, más un 40% por compensación 
a la orden. Para ser claro, una persona que está en el Grado más bajo y pasa a cumplir funciones en 
esa área, recibe $ 10.000 o $ 11.000 más en su salario que quien solamente tiene el nivel de ingreso. 
Quiero aclarar que en la Administración hubo una modificación que implica que a nivel de las tareas no 
docentes, fundamentalmente de carácter administrativo o técnico, los salarios de los escalafones más 
bajos se homologaron al del Grado 2/2. Desde ese lugar, la diferencia con esta situación es del orden 
de los $ 10.000 mensuales. 


Por otra parte, a nivel general observamos distintos elementos que se dieron a lo largo del 
tiempo con respecto al Impuesto de Primaria. Más allá de las gestiones que claramente desarrollan los 
funcionarios que están en esta oficina, podemos referirnos a cómo se distribuye a lo largo del tiempo 
la organización de su cobro. En el año 2011, el 56% del cobro se hizo por Abitab, el 24% por 
Redpagos, el 2% por El Correo y el 18% se hizo directamente en nuestra Gerencia. Insisto en que esto 
no significa que no haya que hacer un trabajo previo que involucre a todas las personas que trabajan 
en el marco de esta Gerencia. Creo que esto genera una confusión con respecto al término 
“tercerización” al que se hizo referencia, porque hace muchos años que se distribuye el cobro por estos 
medios. Por su parte, creemos que en el año 2012 los porcentajes van a ser del mismo orden. 


En ese sentido, continuamos con nuestro trabajo mirando la globalidad de la situación. Cabe 
agregar que desde 2005 a 2013 los incrementos salariales de los funcionarios no docentes del 
Escalafón C son del orden del 80%, mientras que los de los profesionales universitarios son del 
71,7%. 


Estamos evaluando este cúmulo de aspectos en toda la Administración. 


En el caso concreto de las partidas mensuales a que se hace referencia, que se perciben 
durante nueve o diez meses y que se denominan “zafra”, son del orden del 50% del salario base 
mínimo y no del salario del Grado 4 al cual corresponde. En un salario de $ 26.000 o $ 27.000, con 
todas estas compensaciones, serían alrededor de $ 7.000 como base, pero no todos los funcionarios 
cobran lo mismo por este concepto. Hay distintas condiciones y cada una de las resoluciones 
especifica cuánto le correspondería a cada uno. En esta situación en particular la Administración 
entendió que debía analizar estas situaciones, que es lo que está haciendo actualmente. 


SEÑOR CORBO.- Quisiera manifestar que lo que ha orientado el trabajo del Codicen en este punto de 
las estructuras salariales es la necesidad de involucrar dos principios básicos ordenadores: 
racionalidad y equidad. En el conjunto de funcionarios del Codicen, aproximadamente el 70% de los 
sueldos tiene un adicional de compensaciones, pero eso no ocurre en los restantes Consejos. Por lo 
tanto, un primer nivel de debilidad está en el hecho de que las compensaciones no están igualmente 
distribuidas entre el Codicen y los restantes Consejos, en perjuicio de los funcionarios que revistan en 
estos últimos. 


Otro aspecto a considerar es que como estas compensaciones tienen ese porcentaje, hay un 
conjunto de funcionarios dentro del propio Codicen que no las perciben, y ese es un segundo nivel de 
inequidad. El tercero sería que esas compensaciones están referidas a diversos grados y tienen 
también porcentajes distintos. 


Esto ha sido una construcción que, a lo largo de los años, se ha dado de ese modo y, por 
ejemplo, llega un funcionario que va a asumir tal tarea y se le otorga una compensación al grado tal, un 
porcentaje de veinte más veinte y, quizás un año después, viene otro a una repartición que cumple 
funciones muy similares, al que se le adjudica un porcentaje de cuarenta más treinta. Esto genera un 
conjunto de asimetrías en las compensaciones. 


Nosotros estamos trabajando en la idea de recuperar el concepto de cargo a secas que 
permita determinar con claridad cuánto vale estar en tal grado y escalafón, sin el aditamento de estas 
compensaciones que por la vía de decisiones particulares e individuales van distorsionando la escala 
de ingresos. En el caso del Impuesto de Primaria, a esta situación en la que se encuentran 
prácticamente todos los funcionarios, que reciben dos compensaciones en un nivel que ha señalado el 
Presidente, se agrega una tercera que tiene que ver con la zafra de diez meses, lo que implica una 
incorporación muy importante a su sueldo. Hay que aclarar que funcionarios de otras reparticiones no 
perciben esa compensación por zafra y eso genera una nueva asimetría que queremos evitar. Sin 
embargo, hay un elemento importante y es que de algún modo se está premiando la asistencia y en 
parte la productividad, conceptos que queremos recuperar. Nuestra idea es ir a cargos, pero no cargos 
más compensaciones de distintos niveles, y un aditamento de un sistema que incentive la asiduidad y 
la producción. Comprendemos que cuando se aprobó la ley de creación del Impuesto de Primaria, en 
la segunda mitad de la década del noventa, había que organizar algo que no existía y reunir una 
información muy vasta de padrones inmobiliarios con los que luego iba a operar el impuesto. 
Evidentemente, todo eso requería montar una maquinaria y apelar a un esfuerzo muy grande de parte 
de los funcionarios, lo que seguramente justificó este tipo de compensación por zafra. A esta altura, 
luego de organizado básicamente el conjunto de los padrones y buena parte del Impuesto, el pago se 
hace a través de mecanismos tercerizados, estamos en condiciones de operar un trabajo de 
racionalización, de búsqueda de mayor simetría entre las distintas funciones, ordenando en términos 
de escalafones y cargos, de manera que aparezcan bien claros. En esta tarea está trabajando el 
Codicen. La idea es operar una experiencia piloto -precisamente, a partir de esta unidad, que es 
acotada, limitada- para ver si podemos tener en esa salida una posible de solución para el conjunto de 
la ANEP, tratando de lograr ese principio de racionalidad, de ordenamiento y de mayor equidad posible 
en la asignación de los ingresos. Esto ha llevado a tomar la decisión de que esta forma de pago vaya 
hasta el 30 de agosto y luego empiece a operar un sistema de remuneración piloto para esta unidad, 
pero con la idea de que ese mecanismo se universalice al conjunto de la ANEP. Seguramente, esta 
aplicación va a llevar tiempo -así como también lo llevó esta realidad puesto que se ha procesado a lo 
largo de muchos años- pero tengo el convencimiento absoluto de que es una tarea imprescindible. 


Hoy tenemos solicitudes de centenares de funcionarios planteando compensaciones que no 
podemos asignar, porque significaría seguir aumentando un mecanismo no racional, pero, además, 
porque no tenemos recursos para hacer frente a esas erogaciones adicionales. Sin embargo, hay 
funcionarios que justificadamente están esperando tener compensaciones que otros tienen. Por lo 
tanto, creemos que hay que operar un reordenamiento de esta situación, lo que nos llevó a formar un 
grupo de trabajo que está estudiando este tema bajo estos principios fundamentales que nos parecen 
que pueden beneficiar a la Administración, dar claridad y transparencia a la forma en que se remunera 
en la ANEP y colocar a los funcionarios en niveles de equidad que hoy, efectivamente, no existen. 
Insisto en que no estamos trabajando sobre el problema puntual del Impuesto a Primaria, sino sobre 
una reorganización del conjunto del sistema de cargos y perfiles de cargos dentro de la ANEP. 


SEÑOR NETTO.- Simplemente quiero redondear esta primera presentación. 


Esta Comisión de Perfiles también pretende poner en la agenda de la Administración 
elementos que con el tiempo se han desvirtuado, puesto que no solamente se trata del tema del monto 
asignado y la característica de cómo opera, dando garantías o no a la globalidad de los funcionarios, 
sino también del sentido que en sí tiene. Por ejemplo, encontramos situaciones donde una persona 
tiene un grado inferior, se le da la responsabilidad de un grado superior, se le paga lo que corresponde 
hasta que se efectúe el concurso respectivo; pero, a su vez, se entiende que tiene que recibir 
compensaciones por tareas extraordinarias que le son propias. Sucede lo mismo con lo que 
denominamos “permanencia a la orden”, puesto que son definiciones que se han ido debilitando en el 
tiempo, en particular, respecto a cuál es el vínculo que se establece una vez que estas cosas se han 
dado, puesto que han terminado siendo elementos simplemente relacionados con incrementos 
salariales que muchas veces no responden ni siquiera a la función que la persona desarrolla, más allá - 
tal como lo planteó el Consejero Corbo- de que estamos tomando una Administración que en el 
Programa 01, Consejo Directivo Central, tiene alrededor del 73% de los funcionarios compensados y, 
por otro lado, por ejemplo, la Universidad del Trabajo del Uruguay, donde solamente el porcentaje de 
personas que ostenta compensaciones de esta índole es del orden del 11%. Hay diferencias que son 
sustantivas, pero la esencia, el origen en el cual se gestaron compensaciones de este orden, también 
se han ido desvirtuando a lo largo del tiempo. Entonces esa Comisión de Perfiles también permite 
redefinir funciones a la organización moderna y eficiente que la Administración quiere tener cuando 
claramente no solamente se van a modificar perfiles sino condiciones de ingreso, justamente, para 
poder cambiar esos perfiles. Creemos que el concurso es el instrumento ideal y justamente estamos 
proyectando esta situación porque durante décadas, o por lo menos por más de una década -así lo 
manifiestan los funcionarios- en la órbita del Consejo Directivo Central ha sido muy limitada la 
posibilidad de que los funcionarios de la ANEP, en conjunto, tuvieran ocasión de aspirar a estas 
oportunidades de trabajo que, por supuesto, conllevan mayores responsabilidades, pero paralelamente 
implican, también, mayores salarios. 


Quisiera hacer referencia, además, a dos puntos que tienen que ver con la Comisión y el 
grupo de trabajo a los que se hace referencia en la versión taquigráfica y que el Consejero Corbo, 
parcialmente, mencionaba. Se entendió que era importante integrar la Comisión como un elemento de 
información -y no de resolución- sobre las diversas compensaciones que tiene la Administración. 
Entonces, como había una nueva compensación que se daba solamente en un espacio de la 
Administración denominada zafra, se pidió a quien dirige la Gerencia de Recursos Propios, la 
escribana Gabriela Silva -que nos acompaña en el día de hoy- que participara de esa Comisión para 
poder acercarnos elementos acerca de cuáles son los criterios con los que se ha ido generando esto, y 
que también estuvieran otros funcionarios, por ejemplo, de la Dirección de Recursos Humanos, para 
poder tener una idea cabal del concepto que llevan los integrantes de este órgano rector cada vez que 
tienen la potestad y la responsabilidad de otorgar este beneficio a un funcionario. 


Asimismo, me gustaría hacer referencia a que -una parte de la versión taquigráfica refleja 
esto- tampoco nos es ajeno el hecho de que a lo largo de la historia y del tiempo asumimos 
responsabilidades pero también tenemos que elaborar nuevamente qué condiciones de trabajo 
imponen estas compensaciones. Los distintos elementos que contribuyen más allá del salario, en 
primer lugar, son a la función, porque la persona está desarrollando la función. Si ello no es así, y otra 
persona lo hace sin este agregado a su salario, ¿a quién le corresponde tener ese ingreso en el 
momento del desarrollo de la actividad real? Pero, además, ¿qué condiciones impone la Administración 
a los funcionarios para poder cobrar determinado tipo de compensaciones? ¿Cuáles son las 
condiciones de trabajo que le impone? ¿Cuáles son las garantías que respetan, más allá de que todos 
aquí queremos promover la asiduidad, la responsabilidad, el compromiso con la tarea y, por supuesto, 
el buen uso y aprovechamiento de los tiempos y los perfiles profesionales en bien de la 
Administración? Ello claramente va acompañado de las garantías que corresponden al conjunto de los 
trabajadores. 


Voy a hacer una última referencia. En definitiva, la asistencia o el presentismo -como lo 
llamamos nosotros- que se distribuye finalmente en la Administración en tres partidas al año -este año, 
en particular en el último trimestre pusimos la condición de tener cero falta para poder brindar un aporte 
mayor a las personas que han cumplido con esto- estuvo en el orden de los $ 5.700. Si bien se genera 
a través de cuatrimestres -es decir, tres veces en el año, como hacía referencia el Consejero Corbo- 


esto también le es asignado a estos funcionarios en función de que tienen un doble presentismo: uno 
propio de la unidad y uno general que comparten con el resto de los funcionarios de la Administración. 


Estos son todos elementos que tenemos sobre la mesa y estamos trabajando y estudiando 
para poder comprender mejor la génesis, pero también los procesos, a fin de no debilitar el 
funcionamiento de la Administración. Todo ello hace que se den estas situaciones en determinados 
sectores que generan varias preocupaciones. 


SEÑORA CAPURRO.- He escuchado al señor Presidente del Codicen y al Consejero Corbo acerca del 
tema que hemos venido abordando en los últimos días. Inclusive, podemos remontarnos a fines del 
año pasado, cuando tuvimos nuestros primeros contactos con los trabajadores del Impuesto de 
Enseñanza Primaria. 


El Codicen tiene la particularidad de que todos los días uno aprende algo y descubre algo en 
el buen sentido del término, y es allí donde debemos comenzar a tener una mirada macro, un abanico 
que nos permita ver a toda la Administración como un sistema que tenga encastres, que sea un puzle, 
del que ninguna pieza se escape. No es esto lo que nos está pasando; nosotros queremos ir armando 
el puzle. 


Si retrocediéramos en el tiempo, creo que advertiríamos que hay un hito en nuestra historia, 
del que hoy vemos las consecuencias: el viejo Conae, un invento de un período de la historia que 
después, en recuperada la democracia, se convierte en el Codicen, pero que fue llevando y acarreando 
los vicios de aquellos años que todos quienes estamos aquí deploramos. Pero esta es la realidad. 


Entonces, ¿cuál es el mundo real que hoy tiene el Codicen? El que mencionaban sus dos 
miembros, Presidente y Consejero; ese es el mundo real. Tenemos una distribución injusta desde el 
punto de vista salarial y de las compensaciones. Reitero, es injusta porque aspiraríamos a que todos 
los cargos se asignaran por concurso, a que las pirámides salariales se ajustaran a la función y que no 
se hubiera inventado el sistema de compensación para descomprimir salarios comprimidos. 


Este es el proceso histórico y pensamos que algún día habrá que ponerle cabeza a todo esto. 
Estamos hablando de un proceso lento, como ya se ha expresado; pero hoy, conversando con los 
funcionarios del Impuesto de Enseñanza Primaria - como sabemos, hoy estamos en un día de paro de 
la Coordinadora de Sindicatos de la Enseñanza y, con el Consejero Pereira, tuvimos oportunidad de 
dialogar con los trabajadores de esta unidad y con otros- advertimos que ellos están tomando esto 
como una rebaja salarial, por lo que consideramos que este es un tema sobre el que debemos discutir. 


Ninguna de las personas que estamos aquí queremos rebajar nada. La pregunta que 
hacemos alos funcionarios es qué pasaría si todos nosotros -toda la ANEP en su conjunto, es 
decir, Codicen y Consejos Desconcentrados- vamos al sistema de concursos, porque los que hoy están 
con compensaciones o contraprestaciones -es el caso de los funcionarios del Impuesto de Enseñanza 
Primaria- y no salvan ese concurso, tendrían que volver un escalón más abajo, por lo que perderían 
salario. Y aquí se nos produce, como miembros del Codicen, un punto de tensión. 


Nosotros queremos el concurso para poder reacomodar este puzle pero, como dije, hay 
puntos de tensión. ¿Están dispuestos los trabajadores y nosotros, que circunstancialmente estamos 
aquí, a llevar a cabo esa propuesta de concursar todos los cargos intra ANEP y que se pierda lo que 
hoy ganan algunos funcionarios? Ese es el punto de tensión. 


Las comparaciones que hace el señor Presidente del Codicen son ciertas y también lo es lo 
que dice el Consejero Corbo. En esto los cinco Consejeros tenemos unidad de criterio porque estamos 
buscando el mejor resultado para los trabajadores, pero en función del objetivo, que es mejorar el 
diseño, la estructura y los resultados que tanto se nos reclaman. 


Entonces, también dijimos a los trabajadores que nos había llamado poderosamente la 
atención que hubiesen concurrido aquí cuando estábamos transitando un proceso. Justamente, la 
forma en que se venía trabajando en el Impuesto de Enseñanza Primaria era algo que nosotros, como 


Codicen, podíamos tomar para poder aplicarlo a otros sectores del organismo para que se pudiera 
democratizar, de alguna manera, el acceso a esa función y también a determinados salarios. 


No lo logramos, pero es verdad que estamos en esa línea: en la del diálogo. La forma en que 
se trabaja por parte de estos 40 funcionarios da muy buen resultado y por eso la manteníamos hasta el 
31 de agosto porque de ahí nosotros -tomando como experiencia la forma de trabajar que tienen en 
esa unidad- podríamos extrapolarla al resto del Codicen. 


En síntesis, existe la voluntad de que se les pague a los trabajadores lo que les 
corresponde, pero es necesario hacer una distribución salarial con justicia: a igual función, igual 
remuneración. Seguramente, también a los señores Senadores les debe pasar que, cuando se habla 
de dinero, de salarios, deben enfrentar situaciones que afectan la sensibilidad. Todos proyectamos 
nuestra vida a partir de lo que nos llega a fin de mes y, como es lógico, la sensibilidad de estos 40 
funcionarios se vio exacerbada porque creen que pierden salario. 


El tema es hacer un análisis global y, como decía el señor Consejero, buscar la equidad y 
poder democratizar el ingreso y la carrera funcional mediante concurso, pero con justicia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si el conflicto aún continúa. Pregunto, porque la señora 
Consejera nos decía que hoy se habían reunido con los funcionarios. 


SEÑORA CAPURRO.- La situación es de preconflicto. Ocurre que hoy la Coordinadora de Sindicatos 
de la Enseñanza del Uruguay entregó al Codicen su plataforma reivindicativa y, posteriormente, ya 
fuera del edificio, los trabajadores del Impuesto de Primaria se acercaron y estuvimos intercambiando 
ideas. Eso es lo que traté de trasmitir. 


SEÑOR PASQUET.- Ante todo, como es tradicional en el Parlamento, nos sumamos a las palabras de 
bienvenida expresadas por el señor Presidente de la Comisión y agradecemos su presencia. 


En los días previos a la sesión de hoy, la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
ha recibido a los funcionarios del Impuesto de Primaria, pero también muchos integrantes de esta 
Comisión -muchos de ellos, si no todos- hemos recibido individualmente a estos trabajadores, que nos 
han planteado, no ya su preocupación, sino directamente su alarma, por lo que ellos temen que se 
concrete en una reducción de sus ingresos salariales; reducción que, según nos han dicho, en algunos 
casos puede llegar a representar hasta el 40% de lo que perciben, no desde el año pasado o hace 
quince días, sino desde hace quince años. 


Este punto me parece absolutamente central porque, a juzgar por lo que nos dicen estos 
funcionarios, estaríamos ante la inminencia de una verdadera rebaja salarial. He escuchado con 
atención la exposición de los integrantes del Codicen y, si bien es posible que no haya comprendido o 
que se me haya escapado algo, no creo haber oído nada que diga lo contrario: es decir, que esta gente 
no se vería afectada en sus ingresos. Lo que entendí es que se dijo que sí, que se les va a afectar sus 
ingresos en función del interés superior de la Administración por racionalizar su organización, su 
estructura, la remuneración que perciben los funcionarios, etcétera. O sea, se aceptó que esta gente 
verá afectados sus ingresos, que serán reducidos debido a las medidas que se están tomando. 


Más allá de que me parece que esta medida tiene un carácter injusto, pienso que 
jurídicamente no es procedente, no es de recibo, pues expone al Estado a un juicio. En otras palabras, 
estos trabajadores ya se están preparando para iniciar un juicio en defensa de lo que les corresponde. 
Temo que si ocurre esto va a haber una condena contra el Estado. 


Ahora bien, ¿es posible que sobre este tema haya un análisis más profundo, que el somero 
análisis que he podido hacer en las pocas horas que llevo de conocimiento de este asunto? ¿Es 
posible que el Codicen cuente con un informe jurídico en el que se establezca que no es como yo temo 
que puede ocurrir, es decir, que si se toman las medidas que se están preparando, no habrá 
consecuencias negativas para la Administración y que si alguien intenta plantear un juicio sobre estas 
bases lo va a perder? Si el Codicen tiene un informe jurídico así, nos gustaría conocerlo, porque sin 


duda que sería un elemento de juicio relevante para apreciar la naturaleza y el carácter de las reformas 
que se están proyectando. 


Por supuesto que todo lo que se ha dicho en el sentido de la necesidad de racionalizar la 
administración, la estructura de cargos, de hacer que se le pague al cargo y no vía compensaciones, 
etcétera, parece muy compartible, pero creo que en este país es un criterio aceptado y admitido por 
todos que estas cosas tienen que hacerse sin perjudicar la situación de los funcionarios al día de hoy. 
De manera que cuando se quiere superar las inequidades o, como se dice más recientemente, las 
asimetrías, el criterio debe ser igualar hacia arriba y no hacia abajo, porque de lo contrario vamos a 
afectar la ecuación económica de gente que tiene familia y que hace quince años que tiene una 
determinada partida, que se llamará zafra o de cualquier manera pero es parte del sueldo, de la 
remuneración, y contribuye al pago de los gastos familiares. Entonces, creo que no corresponde que 
prácticamente de un día para el otro se decida que esto no corre más y se pueda llegar a desequilibrar 
presupuestos familiares, que sabemos que en este país para la mayoría de la gente son muy justitos; 
es raro que sobre algo como para hacer un colchón y prepararse para eventualidades. Me parece que 
no es el mejor camino para realizar esas reformas, que de pronto son deseables y están muy bien, 
pero que no pueden hacerse empezando por afectar la situación de estas 40 personas. 


Además, por lo que escuché aquí, estas personas no están siendo reprochadas en su 
desempeño funcional. Aquí no se dice que esta gente está haciendo las cosas mal, que Primaria está 
perdiendo plata, que se podría recaudar más si esto se hiciera de otra manera o que es necesario 
tercerizar porque los funcionarios encargados de esta tarea no la están desempeñando correctamente. 
No se está diciendo eso. Estas personas me han dicho que su desempeño funcional es correcto, que la 
unidad hace lo que tiene que hacer, que la recaudación incluso ha aumentado y que ha mejorado la 
gestión del impuesto. Desde esa perspectiva, entonces, más chocante resulta -permítanme utilizar la 
expresión- que a funcionarios que se desempeñan correctamente, en nombre de una reestructura o de 
una racionalización, se les diga de un día para el otro que van a pasar a cobrar, algunos de ellos, un 
40% menos de lo que cobran hoy. 


Se dice también que se está proyectando o pensando alguna clase de reestructura con 
concursos, con definición de perfiles de cargos o tareas, al cabo de lo cual es posible que el perjuicio 
que algunos sufran no sea tanto y que quizás haya quienes no sufran perjuicio alguno cuando todo el 
proceso termine. Pero pareciera que estas cosas deben hacerse en paralelo: conversar con los 
funcionarios y explicarles cuál va a ser el punto de llegada y de qué manera van a poder acceder a él y, 
paralelamente, ver los costos que el proceso va a tener y cómo ese proceso los va a ir afectando 
negativamente mientras por otro lado se busca una adecuación que no los perjudique. Me da la 
sensación, por lo que sé -quizás estoy equivocado y, si es así, nuestros invitados me corregirán- de 
que un día se enteraron, por una Resolución N* 64 dictada en un expediente de un funcionario 
determinado, de que se iba a implementar un sistema por el cual la cobranza del Impuesto de 
Enseñanza Primaria se ¡iba a realizar a través de un servicio tercerizado y no se ¡iba a continuar con el 
mecanismo de partida zafral. Supongo que leer cosas así siembra el pánico y si no se sabe cómo se va 
a contrabalancear esto, cuál es la vía de salida, me imagino la preocupación de esta gente cuando se 
enteraron de esto. Por lo que sé, esto después se suspendió, pero la espada de Damocles sigue allí, 
pendiendo. 


Entonces, quiero señalar mi fuerte preocupación. Subrayo el riesgo jurídico que se estaría 
tomando si se sigue adelante con esto, que va a terminar en juicios y condenas al Estado, y reitero que 
si hay un informe jurídico que diga que esto no es así, les agradeceríamos mucho si pudiéramos 
conocerlo, porque nos ayudaría a evaluar la situación. Mientras tanto, esperamos que las medidas que 
el Consejo entienda pertinente adoptar se tomen sin causar perjuicios a gente que está trabajando 
bien, por lo que el mismo Consejo dice, y que hace quince años que recibe una partida que a todos los 
efectos forma parte de su sueldo. 


SEÑOR NETTO..- En primer lugar, al señor Senador Pasquet no le deben quedar dudas que estamos 
hablando de la garantía del conjunto de las personas que trabajan en la Administración, en el entendido 
de que las prácticas que pretendemos desarrollar están respetando esencialmente y brindando 
garantías a la globalidad de los funcionarios. 


En segundo término, al menos de lo que he expresado y lo que he escuchado por parte de 
quienes integran el Consejo Directivo Central, no se desprende que algunas de las personas que 
integran el conjunto de los 40 trabajadores se van a ver afectadas. Simplemente se dijo que hay una 
resolución que permite, hasta el 31 de agosto, explorar las temáticas para ver su organicidad y si son 
compatibles con otras acciones que paralelamente se pretende desarrollar en la Administración. Creo 
que es verdad, que le asiste razón al señor Senador con respecto al tenor de la redacción del numeral 
2 de la Resolución N* 64, que claramente dice “disponer” cuando ese término no significa otra cosa 
que profundizar un espacio que ya se viene desarrollando -que describí hace unos minutos- desde 
hace años por distintas agencias como Abitab, El Correo, Redpagos, etcétera, para el cobro del 
impuesto. Es decir, como en la redacción aparece la expresión “cobranza del impuesto”, puede llevar a 
confusión y a pensar que la Administración va a sustituir una oficina de estas características por un 
servicio tercerizado. En definitiva, eso es algo que nunca estuvo en discusión. Creo que la redacción 
del numeral 2 debe ser más clara sobre a qué elementos se refiere. El numeral 3 -al que hace 
referencia el señor Senador- dice “establecer que no se continuará con el mecanismo de partida 
zafral”. Creo que este numeral -que por supuesto es previo a las discusiones generadas 
posteriormente- no describe tampoco -entiendo que no es lo suficientemente explícito- las situaciones 
consolidadas. El problema surge con los funcionarios nuevos que ingresan a este lugar, quienes 
solicitan acceder al pago de la compensación. Entonces, por un lado se separa a los funcionarios que 
ya estaban de los nuevos funcionarios que pasan a trabajar a este lugar. Reitero: el origen de esta 
situación es la solicitud de las personas nuevas que piden que se les paguen las mismas partidas que 
estaban cobrando los demás, respecto de lo cual la resolución no hace lugar. 


Entiendo la problemática y conozco las responsabilidades que podemos tener en estos casos, 
pero también es importante que tengamos la capacidad y el asesoramiento jurídico adecuado, que ya 
hemos solicitado, porque los temas jurídicos siempre tienen dos bibliotecas. En ese sentido, a partir de 
los informes que hemos solicitado y que posteriormente acercaremos, estamos hablando en general 
del salario, de la forma cómo las personas llegan a ocupar esa función y, luego, de los espacios, que 
pueden ser para una función transitoria o permanente. 


Como ha dicho el señor Senador Pasquet, las circunstancias han llevado a que en estas 
situaciones algo transitorio se transforme en permanente, pero en realidad, las personas que hoy 
figuran en los listados no son las que teníamos en 1996; las personas han ido cambiando y han 
mantenido las compensaciones que, según interpretamos, estaban otorgadas para una función. ¿Qué 
quiero decir con esto? En primer lugar, por las expresiones de los integrantes del Codicen, no 
interpreto que se esté pensando en afectar la situación; sí se está planteando algo más complejo, que 
implica encauzar una situación que no tiene que ver con el salario de las personas. En este punto 
corresponde marcar la diferencia -creo que el señor Senador lo ha manejado con claridad- entre salario 
e ingreso. Además, me gustaría mencionar las formas en que se accede a los distintos cargos, ya que 
eso, de alguna manera, genera la posibilidad del ingreso, que no es el salario. Tal como expresaba la 
Consejera Capurro, en el marco de esas tensiones, si la Administración hiciera lo que corresponde 
respecto a dar garantías al conjunto de los funcionarios -y también a toda la sociedad- debería transitar 
por el instrumento del concurso. En realidad, en otros programas ya se han hecho concursos y es algo 
que está validado dentro de la Administración como instrumento ideal para acceder a las funciones y, 
por tanto, también a los salarios y al global de los ingresos. Más allá de esta situación puntual y de 
estos 40 funcionarios en particular, como administradores -por respeto a nosotros mismos y por la 
responsabilidad del cargo que asumimos- no podemos desestimar un instrumento que da garantías y 
que está validado a nivel de la sociedad por el hecho de que puede llegar a afectar situaciones de 
carácter individual. Me parece importante hacer un planteo de estas características porque de lo 
contrario estaríamos asumiendo que hay situaciones dadas que no van por los caminos establecidos 
en el sentido de dar garantías al funcionariado en su conjunto, y que estamos imposibilitados de asumir 
nuestras obligaciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La mención del señor Senador Pasquet tenía que ver con esa primera 
comunicación relativa a la formación de la Comisión -me parece que luego hay otra que reforma los 
cometidos- y refiere a la continuidad de un mecanismo. No sé si ustedes lo interpretan como dar lugar 
a un mecanismo que no sea tan distorsionante pero que no tiene que ver con lo que a todos nos 
preocupa: el nivel salarial de las personas. Me pareció interpretar algo así al leer esa comunicación. 


En segundo lugar, el Consejero Corbo dijo que esta era una experiencia piloto, 
fundamentalmente, para comenzar a estudiar esa acción distorsionante de las compensaciones. 
Entonces, este punto tendría sentido no solamente para los 40 funcionarios sino a nivel más general. 
Concretamente, pregunto si el estudio de esta situación es un punto de partida para ustedes. En la 
medida en que enmarquemos bien lo que el Codicen está planteando, creo que vamos a llegar a las 
conclusiones más justas. 


SEÑOR CORBO.- Quisiera hacer algunas aclaraciones respecto de las afirmaciones del señor 
Senador Pasquet, quien señalaba que estas medidas iban a implicar una rebaja salarial y como 
nosotros no habíamos negado esa circunstancia, deducía que, efectivamente, eso iba a producirse. 


Nosotros no negamos ni afirmamos nada porque todavía estamos en la etapa de estudiar 
fórmulas posibles y, por lo tanto, no tenemos el propósito de rebajarle el ingreso a nadie. Tenemos la 
idea de racionalizar, ser más justos en la distribución de los recursos del organismo, pero no emitimos 
pronunciamiento sobre el tema porque ni siquiera tenemos todavía una fórmula adecuada para el 
tratamiento de esta circunstancia. Por eso nos hemos dado tiempo para analizar el tema hasta fines de 
agosto y si llegado el momento no alcanzáramos una solución satisfactoria, nos daríamos una 
extensión de ese tiempo. Lo que es claro es que las soluciones no son simplistas. Lo más fácil sería 
decir: “Equiparamos a todos para arriba”, tal como señalaba el señor Senador; por supuesto que nos 
agradaría, pero como están implicados miles de funcionarios, es impagable. No se trata, pues, de una 
solución realista a la que se pueda apelar. 


La otra alternativa sería dejar todo congelado y no racionalizamos ni generamos mayor 
equidad porque no podemos tocar nada. En ningún momento nos hemos referido a la afectación del 
ingreso de los funcionarios sino a buscar fórmulas más satisfactorias que esta, donde hay un 
componente claro que es el salario que le corresponde al funcionario y otros elementos adicionales que 
no hacen a la persona sino a la función. Por lo tanto, si hay un cambio de función también se modifica 
la remuneración del funcionario. 


Está claro que este procedimiento o mecanismo de zafra tiene elementos positivos y otros 
que no lo son tanto. Dentro de estos últimos, no me satisface lo que se expresó en Comisión por parte 
de algunos funcionarios respecto de una mujer que estando embarazada y prácticamente a término, 
para no perder la zafra, concurre a trabajar poniendo en riesgo la situación que deriva del embarazo. 
Nos parece que son correctas ciertas exigencias, pero no al extremo de colocar a las personas casi en 
una relación de trabajo inhumano. Lo mismo sucede en el caso de una persona a quien le ha fallecido 
su padre e igual debe ir a trabajar al otro día porque, de lo contrario, pierde el beneficio. No nos 
satisface este tipo de cosas. Nos parece que el aseguramiento de una asiduidad y de una buena 
eficiencia en el trabajo no puede llevarse al extremo de encuadrar estas situaciones. 


Reitero, todavía estamos en un proceso de estudio. Sin duda que la Administración nunca 
hace cosas antijurídicas y cuando tengamos la propuesta definitiva que se está trabajando vamos a 
recorrer todos los caminos jurídicos que nos permitan validar de acuerdo a Derecho. La Administración 
no actúa contra Derecho ni contra las normas estipuladas en el país; por lo tanto, vamos a tener 
cuidado. 


Los señores integrantes de la Comisión deben comprender que no podemos mantenernos 
pasivos ante una situación que se nos congela y que no podemos tocar cuando advertimos que hay un 
conjunto de inequidades muy grande, donde la racionalidad de los procesos de asignación de cargos y 
remuneraciones es un convencimiento que parte de ese estudio de la realidad. Tenemos que generar 
una solución de equilibrio y que sea satisfactoria para la Administración en cuanto a un servicio público 
que debe brindarse en buenas condiciones. Debemos contemplar, obviamente, los intereses de los 
trabajadores y que en la distribución de los recursos exista una asignación que guarde la debida 
justicia en cuanto al reconocimiento de las categorías de cargo, de las funciones y demás. Sin dudas, 
articular estas cosas es una tarea compleja; si no lo fuera no tendríamos este problema por delante y 
ya se hubiera solucionado. 


Entonces, nuestra idea es empezar a recorrer un camino que nos permita encarar una 
solución de fondo. No está en nosotros restar ingresos a nadie; la naturaleza de las responsabilidades 


que tenemos no nos permitiría actuar de este modo y menos en forma antijurídica. Ahora bien, 
tenemos la convicción de que hay cosas que no son justas ni racionales y que debemos cambiar. Por 
ello, necesitamos encontrar mecanismos para hacerlo y una posibilidad es el concurso. Los 
funcionarios que están en esa área fueron designados en forma directa, por lo que perfectamente 
podríamos establecer las categorías de cargo y llamar a concurso, dándole la oportunidad a quienes 
están trabajando allí pero también a otros que tienen el mismo derecho a concursar por determinados 
cargos, lugares y funciones. Lo cierto es que debemos encontrar el equilibrio necesario para respetar 
los derechos, sin quedar congelados y sin poder introducir cambios en la Administración para generar 
mayor eficiencia, equilibrio y racionalidad que, en definitiva, son las lógicas que presiden una gestión 
moderna. Estamos a medio camino porque todavía no elaboramos la fórmula, pero tenemos la 
oportunidad de probar una solución en un ámbito acotado y si resulta válida, tal vez podemos 
extrapolarla a otras realidades de la Administración, de forma de transitar un camino que nos coloque 
en mejor situación y que nuestro trabajo deje como herencia una mejor condición. 


SEÑOR DA ROSA.- Creo que es importante lo que acaban de expresar el Presidente Netto y el 
Consejero Corbo en el sentido de actuar apegado a Derecho. Estas cosas muchas veces constituyen 
dilemas que se plantean en la Administración Pública. Por algo, desde hace tantos años, sucesivos 
Gobiernos hablan de la necesidad de reformar el Estado, pero no se logra hacer. Conozco en algo este 
tipo de problemas por haber estado al frente de una Intendencia y sé que cuando se adjudica una 
compensación, que por definición jurídica es transitoria, pasan 15 años y termina deviniendo en 
definitiva. Además, la propia ley consagra ese tipo de soluciones. Por eso, cuando se dice que se corre 
el riesgo de que se presenten recursos si no se actúa de acuerdo a Derecho en esta materia y que el 
Estado pierda, no es algo utópico; es lo que en definitiva termina sucediendo. ¿Por qué? Porque lo que 
debió ser transitorio se transformó en definitivo. Ahí surge la famosa discusión de si el monto que se fijó 
para una compensación integra o no la estabilidad del ingreso. Como dije, es clarísimo que por 
definición una compensación es transitoria pero cuando se vuelve algo estable durante 15 años, las 
cosas se complican. Por eso entiendo la problemática que representa para el Codicen actuar de 
acuerdo a Derecho y respetar esos criterios y, a su vez, tratar de corregir situaciones que son injustas, 
porque también debemos entender que las situaciones de injusticia -de irritante injusticia- en los niveles 
salariales terminan repercutiendo en todo el clima de funcionamiento, de paz y de ingeniería interna 
que debe existir para que el sistema funcione. Creo que es muy importante lo que han expresado el 
Presidente y el Consejero Corbo en cuando a actuar de acuerdo a Derecho y a buscar los mayores 
asesoramientos en esta materia con el fin de encontrar la solución más racional. 


SEÑOR PASQUET.- Parto de la base de que aquí todos tenemos las mejores intenciones y de que 
nadie está pensando en mortificar a los funcionarios de ninguna parte, pero como dice el refrán, de 
buenas intenciones está empedrado el camino que conduce al infierno. Obviamente, nadie quiere una 
rebaja salarial, pero de pronto se recorren caminos que terminan en eso y se afecta a gente que está 
justamente preocupada por este asunto. 


El Consejero Corbo decía que el Estado no actúa contra Derecho, pero lo cierto es lo que lo 
hace todos los días y por eso diariamente salen sentencias que lo condenan. Esto desgraciadamente 
ocurre en los Juzgados de lo Contencioso Administrativo del Poder Judicial y no porque alguien lo haga 
deliberadamente -aunque puede haber algún caso- pero se cometen errores y afortunadamente en 
nuestro país existen las vías jurídicas para que tengan la condigna sanción. Además, ha habido juicios 
contra el Estado que terminaron en condena y por eso hay que extremar las precauciones cuando, 
como he podido ver, estos funcionarios ya están diciendo claramente que se consideran perjudicados 
en sus derechos adquiridos, que están siendo agraviados y que van a reclamar. Quiere decir que están 
poniendo las cartas sobre la mesa, y si mañana esto termina en un juicio contra el Estado, el 
planteamiento previo que ha aclarado los términos de la cuestión seguramente va a ser tenido en 
cuenta en el momento de dictar la sentencia. 


Se habla de las bondades del concurso y, por supuesto, nadie las niega pero estamos 
pensando en un concurso para gente que está desempeñando sus cargos, con tareas que les fueron 
asignadas hace mucho tiempo. Me pregunto qué va a pasar cuando venga COFE al Senado a discutir 
el Estatuto del Funcionario y les digamos a sus dirigentes que vamos a hacer concursar a todos los 
funcionarios públicos y que en función del resultado vamos a establecer una remuneración justa. ¡No 
quiero ni pensar en el lío que se armaría! Esto se puede hacer porque son 40, pero si fueran más no 
sería viable porque quienes nos visitan son conscientes de la repercusión y el impacto que esto 


tendría. Me parece que no hay que sacar ventaja del hecho de que sean solo 40 y hay que pensar que 
puede ser COFE, porque el criterio es el mismo. 


Por mi parte, no propongo -creo que nadie lo haría- congelar situaciones para la eternidad, 
pero quizás se puedan buscar soluciones graduales que con el tiempo lleven a los resultados que se 
busquen. Creo que es razonable lo que decía el señor Presidente del Consejo, en el sentido de que si 
se estima que la actual situación es indeseable, no tiene sentido tomar nuevos funcionarios que se 
incorporen a ella y que tengan ese estatuto. Se podría dictar una norma general que estableciera que 
eso no se va a aplicar en lo sucesivo, antes de resolver casos particulares en sentido contrario a la 
pretensión del funcionario, porque eso genera la recurrencia. Obviamente, si hay un régimen general y 
entra un funcionario nuevo, este también va a entender que le corresponde y que no se lo pueden 
negar. Sin embargo, si se dicta una norma general que establezca que de aquí en adelante esto va a 
ser así, estamos ante algo jurídicamente sólido. 


Por otro lado, van pasando los años y la gente se jubila. Me parece que algunos de los 
funcionarios que están vinculados a todo esto están cerca de la jubilación e, inclusive, uno de los 
puntos que invocaban era que al abatirse sus remuneraciones, se los iba a perjudicar en el cálculo del 
haber de retiro. Seguramente, en cierto tiempo ese número de 40 se habrá reducido significativamente, 
y si se conversa con la organización sindical correspondiente -recuerdo que cuando vino ese grupo de 
funcionarios, lo hizo acompañado de un delegado que hizo causa común con ellos- se podrían acordar 
términos para facilitar el retiro de algunas personas. Entonces, el problema de 40 funcionarios termina 
descomponiéndose y reduciéndose a un grupo absolutamente mínimo. Pienso que esto, en el conjunto 
de lo que es la Administración Nacional de Educación Pública, se licua sin demasiada dificultad. Me 
parece que son caminos que nos permiten no congelar la situación pero, al mismo tiempo, respetar 
derechos adquiridos, situaciones personales y familiares que imagino deben ser muy difíciles de 
sobrellevar, porque si a cualquiera de nosotros le dicen que el 31 de agosto va a recibir 40% menos de 
sueldo, creo que todos nos preocuparíamos. Quizás a alguno no le ocurra porque tiene fortuna u otro 
medio de vida, pero si a los que vivimos del salario nos dicen que el 31 de agosto vamos a pasar a 
ganar un 40% menos, creo que nos preocupamos todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, esta compensación denominada zafra -tal como ustedes la 
definieron- no se aplica a una persona en particular, sino a toda persona que vaya a trabajar en esta 
unidad o sección del Impuesto de Primaria. Sin embargo, adquiere un carácter diferente cuando 
alguien se traslada de un lugar a otro y, como va a hacer una tarea adicional o especial, se le otorga 
una compensación, situación esta que encajaría en lo que dijo el señor Senador Da Rosa en cuanto a 
que las compensaciones, por definición, son transitorias. 


Ahora bien; aquí el tema es que esta operación piloto está engarzada con esta situación que, 
en mi opinión, tiene un carácter diferente. Quisiera que me aclararan, entonces si cualquier persona, 
por el hecho de trabajar allí, percibirá esa compensación zafra. Esto se conecta con lo que señaló el 
señor Senador Pasquet en cuanto a definir cómo se continúa de aquí para adelante. 


SEÑORA SILVA..- El régimen de la zafra establece que cuando un funcionario pasa a prestar funciones 
en la Oficina del Impuesto a Primaria -por unas características particulares de esta oficina- se le 
concede la posibilidad de ganarse esta partida extraordinaria de zafra. Cuando digo “tener la 
posibilidad de ganársela” es porque esta partida está sujeta a un régimen de asiduidad y puntualidad 
muy estricto. Quiere decir que esta partida no la perciben solamente por trabajar en la Oficina del 
Impuesto de Primaria, sino quienes, trabajando allí, no faltan y cumplen el régimen previsto. A lo que se 
apunta con esta partida -que está a revisión- hasta este momento, es a la asiduidad, porque es una 
oficina donde casi el 50% de sus funcionarios está expuesto a la atención al público, situación especial 
porque se trata de ciudadanos que van a pagar un impuesto y exigen de parte de la Administración una 
atención adecuada. Además, la mala atención de los funcionarios puede tener en la conducta de ese 
público una consecuencia negativa para la Administración, porque se trata de que el contribuyente 
pague voluntariamente aunque, por supuesto, hay acciones judiciales y extrajudiciales para perseguir a 
los morosos. Pero lo deseable es, justamente, que la conducta del contribuyente sea pagar. En este 
sentido, para que exista esa buena voluntad hay que extremar la excelencia del servicio. Entonces, 
valoramos dos cosas: la característica particular de esa oficina expuesta al público y la necesidad de 
la presencia de los funcionarios, que son 40; es un número reducido si se piensa que es un impuesto 
nacional. 


Entonces, con esta partida de zafra se estimula la asistencia y la puntualidad. 


SEÑOR NETTO.- Como bien ha desarrollado el Consejero Corbo, estamos en un proceso de estudio y 
no estamos haciendo valoraciones. 


En cuanto a lo que planteó aquí el señor Presidente, la resolución del 30 de diciembre del año 
1999, en su numeral 5 dispone que se concedan, a partir del 1% de diciembre de 1999, las 
compensaciones especiales por tareas extraordinarias o prioritarias que se detallan en el cuadro 
siguiente. Allí se habla de una serie de compensaciones, pero también habla de funciones. Se 
menciona el objeto que tuvo en su momento y el perfil de las personas que ocuparon el lugar en ese 
momento. Allí se dice que para Secretaría de Gerencia es el 20%; Área de Recaudación, 20% y Unidad 
de Cómputos, 55%, etcétera. Se describe persona a persona su lugar. Si observo la globalidad de esta 
resolución, puedo ver que hace referencia a la Secretaría, la dependencia y la función; Secretaría de 
Gerencia, Área de Recaudación; Unidad de Cómputos, donde aparecen una serie de personas; Unidad 
de Contabilidad, otras tantas personas; Asesoría Jurídico Notarial. Estos son los espacios que aquí 
aparecen descritos; no aparece receptoría de público ni otras, sino que están aquellas que tenían un 
rol particular en aquel momento. Luego cambia la dinámica y se modifican las necesidades. Existen 
fundamentaciones -aunque no en las resoluciones- de que se vayan rotando porque, de hecho, en la 
buena administración de la unidad surge la necesidad de otros perfiles que luego se traducen a 
nombres de personas con determinadas compensaciones. En el tiempo se pierde la resolución que le 
da origen, el 30 de diciembre de 1999, donde la permanencia a la orden tiene como base el 40% 
-aunque no lo dice- y el 20% de tareas prioritarias, donde claramente se establece el nombre de las 
personas, cédula, dependencia y, por tanto, función. Insisto en que se mencionan la Unidad de 
Cómputos, Unidad de Contabilidad, Asesoría Jurídico Notarial. Son las tres áreas macro, más una 
presencia de Secretaría y una presencia de recaudación que seguramente tiene diferencias con los 
números que describí de cómo se logra el cobro hoy a nivel nacional. 


No quiero que de las expresiones que acabo de verter se entienda que tal vez la dinámica ha 
hecho que, justamente, para un buen funcionamiento de la unidad, los perfiles se hayan tenido que ir 
modificando pero, de hecho, la documentación no acompaña ese proceso, por lo que habría que 
compensar esas funciones, actualizándolas para lograr el buen funcionamiento de la gerencia de 
recursos propios. 


SEÑOR LANDON!.- A partir de la nueva intervención del señor Senador Pasquet, quiero decir que 
indudablemente estamos en un proceso de estudio y todos los aportes que hizo el señor Senador han 
sido parte de nuestra discusión de todo este tiempo. 


Además, quisiera aclarar que hemos tenido reuniones -inclusive masivas, a las que han 
venido todos- con los trabajadores, en las que hemos explicado claramente que esto no implicaba, más 
allá de lo que naturalmente pueda surgir -y yo comparto- una situación que era transitoria y se ha 
transformado en permanente que, de alguna manera, afecta directamente el ingreso del trabajador y 
genera, indudablemente, para los que vivimos de esto, una situación de inestabilidad. Pero hemos 
aclarado de manera fuerte y reiterada -y consta en actas- que en ningún momento hablábamos de que 
se iba a terminar ahora, sino que estábamos estudiando esta situación y otras que, de algún modo, 
hacen a la vida misma del organismo en el que hoy estamos trabajando. 


Quiero decir, además, que hemos hablado de algunas alternativas. Nos parece bastante 
complicado para explicar, sobre todo al resto de los trabajadores, que no reciben ni 40%, ni 50%, sino 
que perciben 10% y algunos menos, que hay una partida, una zafra o una compensación extraña que 
en modo alguno acompaña el proceso del Impuesto a Enseñanza Primaria que, como dice el eslogan, 
se paga tres veces al año. Es más; hasta los mismos representantes de los funcionarios del Codicen, 
en reuniones anteriores que hemos mantenido, han manifestado la disconformidad con esta forma de 
compensación de este sector de trabajadores y resulta bastante complejo tratar de actuar de la manera 
más justa posible. 


Insisto en que aquí no está nada cerrado, son bienvenidos los aportes, estamos en esa línea 
de discusión y estamos buscando alternativas para encontrar una solución de fondo a una situación 


que, por ser irregular durante veinte años, no puede significar que se tenga que seguir actuando en 
forma irregular. 


Con respecto a la última intervención del señor Senador, quiero decir que uno de los temas 
que tratamos en esa primera resolución del mes de febrero fue, justamente, el de no permitir pagar una 
nueva partida a un funcionario que ingresaba al servicio. 


Por tanto, estamos en la misma línea y es nuestra preocupación buscar las soluciones que 
reorganicen este sector de la Administración que hoy se encuentra tan observado y de donde se 
reclaman tantas acciones eficaces y eficientes. 


SEÑOR PASQUET.- Y arregladas a Derecho. 
SEÑOR LANDON!.- Ni que hablar. 
SEÑOR PEREIRA.- Quiero hacer algunas pequeñas precisiones. 


En cuanto a los aspectos generales quisiera señalar que, por resolución del Codicen, con el 
Consejero Landoni estamos trabajando con todas las Direcciones de Recursos Humanos de la ANEP 
con el objetivo de redefinir funciones y perfiles y, por lo tanto, los salarios correspondientes, 
fundamentalmente, porque desde hace ya unos años -o, por lo pronto, desde el año 2010 por parte de 
quienes hace más tiempo que estamos en el Codicen- hemos detectado una serie de desigualdades 
por las que, con razón, los trabajadores nos han planteado que no estamos cumpliendo con el precepto 
constitucional que establece que a igual función, igual remuneración. 


Entonces, en ese sentido, hemos recogido información de cada uno de los Consejos para ver 
cuál es la realidad, porque la ANEP tiene una particularidad: es un Ente Autónomo pero luego, a nivel 
financiero contable, está compuesto por unidades ejecutoras, lo que ha provocado que, en muchos 
casos, se produzcan estas desigualdades a las cuales me estaba refiriendo. 


En esa Comisión estamos analizando, en este momento, con los representantes de 
Recursos Humanos de toda la ANEP, la forma en que se han ido distribuyendo las distintas 
compensaciones, y se ha dado una particularidad: esto siempre ha sido a solicitud del funcionario y no 
de los jefes de sección o de los responsables de una unidad administrativa. 


Entonces, el objetivo es comenzar a ver el perfil del cargo, de la función y cuantificar, 
teniendo en cuenta la totalidad de las remuneraciones que se entienda son justas por el cargo que está 
ejerciendo el funcionario, el salario que correspondería. No sé si soy claro en este punto. 


Quiere decir que el objetivo de la Comisión no es eliminar las compensaciones sino analizar 
situaciones ocurridas a lo largo de los años con funcionarios que están en un grado pero que trabajan 
en otro por asignación de la Administración; apuntamos a comenzar un análisis para saber qué salario 
correspondería al cargo en cuestión. 


Por otro lado e independientemente de todo el proceso de concursos, que en el caso del 
Codicen -creo que esto ya lo he manifestado en otra oportunidad- desde los años 1992 y 1993, no se 
ha realizado, pensamos que lo que correspondería -y esto sí lo hemos tratado en conversaciones con 
los delegados sindicales- sería un concurso de recomposición de carrera para respetar todos los años 
trabajados en determinados cargos, etcétera. 


Para finalizar, quisiera simplemente recordar que en mayo de 2000 el Consejo Directivo 
Central autorizó a aquellos funcionarios -y en el documento figuran todos los nombres- que revestían 
en el Impuesto de Enseñanza Primaria a recibir, entre el período de abril a setiembre, una partida -que, 
en aquella oportunidad, era de $ 2.000- como compensación, a la cual se le llamó zafral. En ese caso, 
si nos ajustamos a esta Resolución, no estaríamos lesionando derechos. O sea, si establecemos que, 


al 31 de diciembre, estamos contestes en pagar la zafra y ver cómo se puede recomponer esta 
compensación, reitero, no se lesionarían derechos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Podría reiterar la fecha de la resolución? 
SEÑOR PEREIRA.- La Resolución es del 9 de mayo de 2000; Acta N* 30, Resolución N* 68. 


El asunto ahora es que los funcionarios se ven afectados porque, de acuerdo con lo que nos 
han informado, la zafra la cobran hasta el mes de diciembre. Aquí es donde se origina el problema y 
eso es lo que estamos estudiando. 


SEÑOR NETTO.- Quisiera agregar más información a los señores Senadores: en la Resolución 
mencionada por el señor Consejero Pereira, la expresión: “Luego, en años sucesivos”, se refiere al 
período determinado. O sea, “Luego” significa que es más reciente, que las asignaciones son para un 
período mayor y, a partir del año 2000, hay una serie de años sucesivos que marcan un período 
determinado; no se especifica cuál es, en el entendido de que está establecido en la Resolución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Espero que esta reflexión e intercambio de ideas y de información contribuya 
a que tanto los trabajadores como las autoridades del Codicen encuentren el camino de aportar a la 
educación pública como se debe y el preconflicto se resuelva de la mejor manera. 


En fin, este era el sentido de este encuentro: aportar en ese camino. 
Agradecemos la presencia de la delegación del Codicen. 
No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 42.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


